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BOLETIN N° 663‑10

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE PROPONE APROBAR EL CONVENIO RELATIVO A LA INTERVENCION EN ALTA MAR EN CASOS DE ACCIDENTES QUE CAUSEN UNA CONTAMINACION POR HIDROCARBUROS, DE 1969 Y EL PROTOCOLO, RELATIVO A LOS CASOS DE CONTAMINACION POR SUSTANCIAS DISTINTAS DE LOS HIDROCARBUROS, DE 1973.

HONORABLE CAMARA:

La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, pasa a informar el proyecto de acuerdo señalado en el titulo, sometido a la consideración de la H. Corporación mediante Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

El Convenio relativo a la "Intervención en alta mar en casos de accidentes que causen una contaminación por Hidrocarburos" fue adoptado en Bruselas el 29 de noviembre de 1969 y el Protocolo que autoriza igual intervención en casos de contaminación por sustancias distintas a los hidrocarburos, fue hecho en Londres el 2 de noviembre de 1973 por la Conferencia Internacional sobre Contaminación del Mar.

Ambos tratados se encuentran en vigencia internacional desde 1975 y 1983, respectivamente.

Su contenido abarca detalladas reglas que tienen por finalidad otorgar a los Estados partes facultades para prevenir, controlar, disminuir. o eliminar los peligros graves que afecten al litoral o a otros intereses conexos, con motivo de la contaminación por hidrocarburos u otras sustancias, que se produce en el mar, en los casos de accidentes marítimos o con ocasión de otros actos relacionados con el mismo accidente y que puedan provocar consecuencias desastrosas de gran magnitud.

La finalidad de ratificar estos instrumentos internacionales, radica en el hecho que, con su aprobación, nuestro país quedará en situación de poder aplicar las medidas contenidas en ellos, para proteger sus intereses en los casos a que se refieren dichos tratados.

El organismo internacional que centraliza y controla la aplicación de estos instrumentos es la Organización Marítima Internacional, nombre adoptado a partir de 1982 y se conoce por la sigla OMI.

Una
breve reseña de sus disposiciones hace indispensable señalar los fines de estos tratados, ya mencionados en líneas anteriores, y que están contenidos en el artículo I, el que exceptúa a los barcos de guerra u otros barcos cuya propiedad o explotación corresponde a un Estado y que sean destinados a servicios no comerciales.

El artículo II contiene las definiciones, que por su naturaleza es necesario consignar in extenso:

"Para los efectos del presente Convenio:
"accidente marítimo" significa un abordaje, una varada u otro siniestro de navegación o acontecimiento a bordo de un barco o en su exterior resultante en daños materiales o en una amenaza inminente de daños materiales a un barco o su cargamento;

"barco" significa:

a) toda nave apta para la navegación cualquiera que sea su tipo, y

b) todo artefacto flotante, excepto las instalaciones o aparejos destinados a la exploración y explotación de los recursos del fondo de los mares, de los océanos o sus subsuelos;

"hidrocarburos" significa crudos  de petróleo, fuel‑oil, aceite diesel y aceite lubricante;

"intereses conexos" significa los de un Estado ribereño directamente afectado o amenazado por el accidente marítimo; por ejemplo:

a) las actividades marítimas costeras, portuarias o de estuario, incluidas las actividades pesqueras, que constituyan un medio esencial de existencia de las personas interesadas;

b) las atractivos turísticos de la región interesada;

c) la  salud de la población ribereña y el bienestar de  la región interesada, incluida la conservación de los recursos marinos vivientes y de su flora y fauna.

El artículo III indica los procedimientos que debe adoptar el Estado ribereño afectado, si desea ejercitar su derecho a utilizar
las medidas autorizadas por el Convenio, que comprenden la consulta, la notificación y el dictamen de expertos, salvo en el caso de extrema urgencia, que puede prescindir de estos trámites.

El artículo IV se refiere a los expertos, sus calidades y remuneración.

El artículo V limita las medidas a la proporción del daño y, para el efecto, da reglas para medir su extensión, eficacia y alcance.

Dice el artículo VI que habrá de indemnizarse al afectado par las medidas, si ellas exceden o contravienen lo estipulado en el convenio.

El artículo VII deja a salvo la posibilidad de interponer los recursos ordinarios, no obstante cualquier cláusula del Convenio.

La conciliación, coma regla general para resolver cualquier controversia está establecida en e1 artículo VIII y regulada en el capítulo I del anexo del Convenio.
Las demás cláusulas del Convenio dicen relación con aspectos de ordinaria reglamentación en tratados internacionales de esta naturaleza. Ellas se refieren a la firma del mismo o su adhesión a él; a la ratificación y su depósito; a su entrada en vigor, que lo será la fecha en que quince Estados la hayan firmado sin reserva o depositado el instrumento de ratificación; a la denuncia del convenio y sus efectos; a la convocatoria a conferencias para su revisión o enmienda, al depósito de las instrumentos de ratificación o denuncia y su transmisión a los Estados signatarios, y a los idiomas en que se hace su redacción.

También hay una cláusula, en el artículo XIII que compromete con las disposiciones del Convenio a la Organización de las Naciones Unidas cuando esté constituida en autoridad administradora de un territorio o a cualquier Estado parte que sea responsable de las relaciones internacionales de un territorio.

Aparte de la conciliación que, como se dijo, está reglamentada en el Anexo del Convenio, allí se encuentra también regulado el arbitraje en el capítulo II, para los casos en que no prospere la conciliación.

El tribunal de Arbitraje estará constituido por tres miembros: un árbitro nombrado por el Estado ribereño, que ‑tomó las medidas, un árbitro por el Estado cuyos súbditos o cuyos bienes han sido afectados por esas medidas, y otro árbitro que será nombrado de común acuerdo por los dos primeros y asumirá la presidencia del Tribunal.
El arbitraje y los procedimientos están pormenorizadamente establecidos en el referido capítulo 11 del Anexo del Convenio.

El Protocolo a1 Convenio reseñado más arriba, fue adoptado por las mismas partes signatarias del segundo.

Su finalidad y mecanismos de aplicación son análogos a los de la Convención, con la diferencia que éste está referido a los casos de contaminación producida por sustancias distintas de los hidrocarburos y que contiene más detalles sobre la aplicación del Convenio. Su normativa no difiere sustancialmente del Convenio, por lo cual omitiremos en este informe su reseña para no incurrir en repeticiones innecesarias.

No obstante, es preciso dejar constancia que el Anexo de este Protocolo contiene una lista de sustancias identificadas por el Comité de Protección del Medio Marino de la OMI, que deben considerarse contaminantes a los efectos del Protocolo en análisis.

La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e  Integración Latinoamericana, conciente de la necesidad de proteger el litoral de nuestro país y los intereses nacionales de sus ciudadanos de los riesgos y daños que puede causar la contaminación producida por accidentes en el mar, que eventualmente podrían provocar consecuencias de gran envergadura, y de lo imprescindible que es contar con un instrumento aplicable a esas contingencias, acordó, por unanimidad, dar su aprobación a los dos tratados internacionales sometidos a su examen y recomendar a la Honorable Cámara que proceda de igual manera, dando su conformidad al siguiente:

"PROYECTO DE ACUERDO:

"ARTICULO UNICO.- Apruébanse el Convenio Internacional relativo a la intervención en Alta Mar en Casos de Accidentes que Causen una Contaminación por Hidrocarburos (1969) , adoptado en Bruselas el 29 de noviembre de 1969; y el Protocolo relativo a la Intervención en Alta Mar en casos de contaminación por Sustancias Distintas de los Hidrocarburos, 1973, suscrito en Londres el 2 de noviembre de 1973.'°

Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor Jaime Rocha Manrique.

Acordado en sesión de fecha 10 de junio de 1992, can asistencia del las señores Dupré Silva, don Carlos Presidente); Le Blanc Valenzuela, don Luis; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Pizarro Mackay, don Sergio; Ribera Neumann, don Teodoro; Rocha Manrique, don Jaime; Valenzuela Herrera, don Felipe, y Yunge Bustamante, don Guillermo.

                                                                       SALA DE LA COMISIÓN, a  10 de junio de 1992.

JOSE VICENCIO FRIAS

Secretario accidental de la 

Comisión

